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PRESIDENCIA DEL SENADO

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
191 del Reglamento del Senado, se ordena la publi-
cación en el BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENE-
RALES del Dictamen emitido por la Comisión de In-
dustria, Turismo y Comercio en el Proyecto de Ley
por la que se establecen medidas de lucha contra la
morosidad en las operaciones comerciales.

Palacio del Senado, 25 de noviembre de 2004.—
P. D., Manuel Cavero Gómez, Letrado Mayor del
Senado.

Al Excmo. Sr. Presidente del Senado

Excmo. Sr.:

La Comisión de Industria, Turismo y Comercio,
visto el Informe emitido por la Ponencia designada
para el estudio del Proyecto de Ley por la que se es-

tablecen medidas de lucha contra la morosidad en
las operaciones comerciales, tiene el honor de ele-
var a V. E. el siguiente

DICTAMEN

Exposición de motivos

Esta Ley tiene por objeto incorporar al derecho
interno la Directiva 2000/35/CE, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 29 de junio de 2000, por
la que se establecen medidas de lucha contra la mo-
rosidad en las operaciones comerciales.

A lo largo de esta última década, la Unión Euro-
pea ha venido prestando una atención creciente a
los problemas de los plazos de pago excesivamente
amplios y de la morosidad en el pago de deudas
contractuales, debido a que deterioran la rentabili-
dad de las empresas, produciendo efectos especial-
mente negativos en la pequeña y mediana empresa.
Además, las disparidades existentes entre los Esta-
dos miembros respecto a las legislaciones y prácti-
cas en materia de pagos constituyen un obstáculo
para el buen funcionamiento del mercado interior.
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Son numerosas las iniciativas de la Unión Euro-
pea desarrolladas sobre esta materia, entre las cua-
les está la Recomendación de la Comisión de 12 de
mayo de 1995, relativa a los plazos de pago en las
transacciones comerciales. Al no haberse logrado
mejoras en materia de morosidad desde la adopción
de esta recomendación, se ha hecho necesaria la
Directiva 2000/35/CE.

El objetivo general de esta directiva es fomentar
una mayor transparencia en la determinación de los
plazos de pago en las transacciones comerciales, y
también su cumplimiento. Para ello, la directiva
comprende un  conjunto de medidas tendentes, de
una parte, a impedir que plazos de pago excesiva-
mente dilatados sean utilizados para proporcionar
al deudor una liquidez adicional a expensas del
acreedor, y, de otra, a disuadir los retrasos en los
pagos, erradicando las causas por las que en la ac-
tualidad la morosidad puede resultar ventajosa eco-
nómicamente para los deudores. 

El alcance de esta directiva está limitado a los
pagos efectuados como contraprestación en opera-
ciones comerciales entre empresas y entre éstas y el
sector público. No regula las operaciones en las que
intervienen consumidores, los intereses relaciona-
dos con otros pagos como los efectuados en virtud
de la legislación en materia de cheques y letras de
cambio ni los pagos de indemnizaciones por daños.

El criterio subjetivo y material que delimita el
ámbito de aplicación de la Directiva 2000/35/CE
aconseja efectuar su transposición a nuestro orde-
namiento jurídico mediante una ley especial que re-
gule las medidas sustantivas contra la morosidad, y
que, en una disposición final, modifique el texto re-
fundido de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas, aprobado por el Real Decreto Le-
gislativo 2/2000, de 16 de junio.

Las medidas sustantivas contra la morosidad que
esta Ley regula consisten en establecer con carácter
general, un plazo de exigibilidad de intereses de de-
mora, determinar su devengo automático, señalar el
tipo de interés de demora y otorgar al acreedor el
derecho a reclamar al deudor una indemnización
razonable por los costes de cobro. A estas medidas
se añade la posibilidad de pactar cláusulas de re-
serva de dominio a los efectos de que el vendedor
conserve la propiedad de los bienes hasta el pago
total de la deuda.

La nueva Ley introduce un cambio esencial en
este ámbito, como es el de desplazar a los usos del
comercio que hayan venido consagrando plazos de
pago excesivamente dilatados, los cuales se verían
sustituidos por las disposiciones de esta Ley.

Cuando la Ley hace referencia a que el juez puede
considerar los usos del comercio como elemento
objetivo de valoración a la hora de determinar el
posible carácter abusivo de una cláusula contrac-
tual, toma este extremo sólo como un dato factual y
objetivo que permite comparar la actuación de un
operador con la situación del tráfico mercantil en
cada momento.

El plazo de exigibilidad de la deuda y la deter-
minación del tipo de interés de demora establecidos
en la ley son de aplicación en defecto de pacto entre
las partes. Ahora bien, la libertad de contratar no
debe amparar prácticas abusivas imponiendo cláu-
sulas relativas a plazos de pago más amplios o tipos
de interés de demora inferiores a los previstos en
esta Ley, por lo que el juez podrá modificar estos
acuerdos si, valoradas las circunstancias del caso,
resultaran abusivos para el acreedor. En este sen-
tido, podrá considerarse factor constitutivo de
dicho abuso el que el acuerdo sirva, principal-
mente, para proporcionar al deudor una liquidez
adicional a expensas del acreedor o para que el con-
tratista principal imponga a sus proveedores o sub-
contratistas unas condiciones de pago que no estén
justificadas por razón de las obligaciones que
asuma. Precisamente esta regulación de las cláusu-
las abusivas es la que ha determinado la necesidad
de dar una nueva redacción al artículo 17.3 de la
Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Co-
mercio Minorista, para ajustar los pagos a los pro-
veedores a las previsiones de esta Ley. También, la
Ley regula la acción colectiva dirigida a impedir la
utilización de estas cláusulas cuando hayan sido re-
dactadas para uso general.

La adecuación de nuestra legislación interna
sobre contratación pública al ordenamiento jurí-
dico comunitario está contenida en el texto refun-
dido de la Ley de Contratos de las Administracio-
nes Públicas, aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 2/2000, de 16 de junio. La inclusión de las
Administraciones públicas en el ámbito de la Di-
rectiva 2000/35/CE, dispensando igual tratamiento
a todos los agentes económicos en materia de
pagos por operaciones comerciales, hace necesario
modificar la regulación del tipo de interés de de-
mora e introducir el reconocimiento del derecho
del acreedor a una indemnización por costes de
cobro de la deuda, para su adecuación a las previ-
siones de la norma comunitaria. Igual adecuación
requieren las disposiciones reguladoras de los
pagos entre contratistas y subcontratistas y sumi-
nistradores. A estos fines responde la disposición
final primera de esta Ley.
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La Ley se dicta al amparo de las competencias
que la Constitución Española atribuye al Estado en
el artículo 149.1.6.ª y 8.ª por afectar a la legisla-
ción mercantil y civil. No obstante, la disposición
final primera de esta Ley se dicta al amparo del ar-
tículo 149.1.18.ª que atribuye al Estado la legisla-
ción básica sobre Contratos de las Administracio-
nes Públicas.

Artículo 1. Objeto.

Esta Ley tiene por objeto combatir la morosidad
en el pago de deudas dinerarias y el abuso, en per-
juicio del acreedor, en la fijación de los plazos de
pago en las operaciones comerciales que den lugar
a la entrega de bienes o a la prestación de servicios
realizadas entre empresas o entre empresas y la Ad-
ministración.

Artículo 2. Definiciones.

A los efectos regulados en esta Ley, se conside-
rará como: 

a) Empresa, a cualquier persona física o jurí-
dica que actúe en el ejercicio de su actividad inde-
pendiente económica o profesional.

b) Administración, a las Administraciones pú-
blicas, organismos y entidades previstas en los
apartados 2 y 3 del artículo 1 del texto refundido de
la Ley de Contratos de las Administraciones Públi-
cas, aprobado por el Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio.

c) Morosidad, el incumplimiento de los plazos
contractuales o legales de pago.

Artículo 3. Ámbito de aplicación.

1. Será de aplicación la presente Ley a todos
los pagos efectuados como contraprestación en
las operaciones comerciales realizadas entre em-
presas, así como las realizadas entre los contra-
tistas principales y sus proveedores y subcontra-
tistas.

2. La presente Ley será de aplicación suple-
toria a los contratos regidos por la Ley de con-
tratos de las Administraciones Públicas.

3. Quedan fuera del ámbito de aplicación de
esta Ley:

a) Los pagos efectuados en las operaciones co-
merciales en las que intervengan consumidores.

b) Los intereses relacionados con la legisla-
ción en materia de cheques, pagarés y letras de
cambio y los pagos de indemnizaciones por
daños, incluidos los pagos por entidades asegu-
radoras.

c) Las deudas sometidas a procedimientos
concursales incoados contra el deudor, que se regi-
rán por lo establecido en su legislación especial.

Artículo 4. Determinación del plazo de pago.

1. El plazo de pago que debe cumplir el deudor
será el que se hubiera pactado entre las partes den-
tro del marco legal aplicable y, en su defecto, el es-
tablecido de acuerdo con lo dispuesto en el apar-
tado siguiente.

2. El plazo de pago, a falta de pacto entre las
partes, será el siguiente: 

a) Treinta días después de la fecha en que el
deudor haya recibido la factura o una solicitud de
pago equivalente.

b) Si la fecha de recibo de la factura o la soli-
citud de pago equivalente se presta a duda, 30 días
después de la fecha de recepción de las mercancías
o prestación de los servicios.

c) Si el deudor recibe la factura o la solicitud
de pago equivalente antes que los bienes o servi-
cios, 30 días después de la entrega de los bienes o
de la prestación de los servicios.

d) Si legalmente o en el contrato se ha dis-
puesto un procedimiento de aceptación o de com-
probación mediante el cual deba verificarse la con-
formidad de los bienes o los servicios con lo dis-
puesto en el contrato y si el deudor recibe la factura
o la solicitud de pago equivalente antes o en la
fecha en que tiene lugar dicha aceptación o verifi-
cación, 30 días después de esta última fecha.

Artículo 5. Devengo de intereses de demora.

El obligado al pago de la deuda dineraria surgida
como contraprestación en operaciones comerciales
incurrirá en mora y deberá pagar el interés pactado
en el contrato o el fijado por esta Ley automática-
mente por el mero incumplimiento del pago en el
plazo pactado o legalmente establecido, sin necesi-
dad de aviso de vencimiento ni intimación alguna
por parte del acreedor.
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Artículo 6. Requisitos para que el acreedor pueda
exigir los intereses de demora.

El acreedor tendrá derecho a intereses de demora
cuando concurran simultáneamente los siguientes
requisitos: 

a) Que haya cumplido sus obligaciones con-
tractuales y legales.

b) Que no haya recibido a tiempo la cantidad
debida a menos que el deudor pueda probar que no
es responsable del retraso.

Artículo 7. Interés de demora.

1. El interés de demora que deberá pagar el
deudor será el que resulte del contrato y, en defecto
de pacto, el tipo legal que se establece en el apar-
tado siguiente.

2. El tipo legal de interés de demora que el
deudor estará obligado a pagar será la suma del tipo
de interés aplicado por el Banco Central Europeo a
su más reciente operación principal de financia-
ción efectuada antes del primer día del semestre na-
tural de que se trate más siete puntos porcentuales.

Por tipo de interés aplicado por el Banco Central
Europeo a sus operaciones principales de finan-
ciación se entenderá el tipo de interés aplicado a
tales operaciones en caso de subastas a tipo fijo. En
el caso de que se efectuara una operación princi-
pal de financiación con arreglo a un procedi-
miento de subasta a tipo variable, este tipo de inte-
rés se referirá al tipo de interés marginal resultante
de esa subasta.

El tipo legal de interés de demora, determinado
conforme a lo dispuesto en este apartado, se apli-
cará durante los seis meses siguientes a su fijación.

3. El Ministerio de Economía y Hacienda pu-
blicará semestralmente en el «Boletín Oficial del
Estado» el tipo de interés resultante por la aplica-
ción de la norma contenida en el apartado anterior.

Artículo 8. Indemnización por costes de cobro.

1. Cuando el deudor incurra en mora, el acree-
dor tendrá derecho a reclamar al deudor una in-
demnización por todos los costes de cobro debi-
damente acreditados que haya sufrido a causa de
la mora de éste. En la determinación de estos cos-
tes de cobro, se aplicarán los principios de transpa-
rencia y proporcionalidad respecto a la deuda prin-

cipal. La indemnización no podrá superar, en nin-
gún caso, el 15 por ciento de la cuantía de la deuda,
excepto en los casos en que la deuda no supere los
30.000 euros en los que el límite de la indemniza-
ción estará constituido por el importe de la deuda
de que se trate.

No procederá esta indemnización cuando el
coste de cobro de que se trate haya sido cubierto
por la condena en costas del deudor, de conformi-
dad con lo dispuesto en los artículos 241 a 246 y
394 a 398 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de En-
juiciamiento Civil.

2. El deudor no estará obligado a pagar la in-
demnización establecida en el apartado anterior,
cuando pueda probar que no es responsable del
retraso en el pago.

Artículo 9. Cláusulas abusivas.

1. Serán nulas las cláusulas pactadas entre las
partes sobre la fecha de pago o las consecuencias
de la demora que difieran en cuanto al plazo de
pago y al tipo legal de interés de demora estableci-
dos con carácter subsidiario en el apartado 2 del ar-
tículo 4 y en el apartado 2 del artículo 7, así como
las cláusulas que resulten contrarias a los requisitos
para exigir los intereses de demora del artículo 6,
cuando tengan un contenido abusivo en perjuicio
del acreedor, consideradas todas las circunstancias
del caso, entre ellas, la naturaleza del producto o
servicio, la prestación por parte del deudor de ga-
rantías adicionales y los usos habituales del comer-
cio. No podrá considerarse uso habitual del comer-
cio la práctica repetida de plazos abusivos.

Para determinar si una cláusula es abusiva para
el acreedor, se tendrá en cuenta, entre otros facto-
res, si el deudor tiene alguna razón objetiva para
apartarse del plazo de pago y del tipo legal del inte-
rés de demora dispuestos en el artículo 4.2 y en el
artículo 7.2.

Asimismo, para determinar si una cláusula es
abusiva se tendrá en cuenta, considerando todas
las circunstancias del caso, si dicha cláusula sirve
principalmente para proporcionar al deudor una li-
quidez adicional a expensas del acreedor, o si el
contratista principal impone a sus proveedores o
subcontratistas unas condiciones de pago que no
estén justificadas por razón de las condiciones de
que él mismo sea beneficiario o por otras razones
objetivas.

2. La parte del contrato afectada por la nu-
lidad se integrará con arreglo a lo dispuesto en
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el artículo 1.258 del Código Civil. A estos efec-
tos, el Juez que declare la nulidad de dichas cla-
úsulas aplicará las previsiones supletorias de la
presente Ley.

3. Serán igualmente nulas las cláusulas abusi-
vas contenidas en las condiciones generales de la
contratación según lo dispuesto en el apartado 1.

4. Las acciones de cesación y de retractación
en la utilización de las condiciones generales a que
se refiere el apartado anterior podrán ser ejercita-
das, conforme a la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre
Condiciones Generales de la Contratación, por las
siguientes entidades: 

a) Las asociaciones, federaciones de asocia-
ciones y corporaciones de empresarios, profesiona-
les y agricultores que estatutariamente tengan en-
comendada la defensa de los intereses de sus
miembros.

b) Las Cámaras Oficiales de Comercio, Indus-
tria y Navegación.

c) Los colegios profesionales legalmente cons-
tituidos.

Estas entidades podrán personarse en los proce-
sos promovidos por otra cualquiera de ellas, si lo
estiman oportuno para la defensa de los intereses
que representan.

Los elementos de prueba que aporten los
empresarios defendidos por estas entidades
habrán de estar bajo la reserva de confidencia-
lidad.

Artículo 10. Cláusula de reserva de dominio.

En las relaciones internas entre vendedor y com-
prador, aquel conservará la propiedad de los bienes
vendidos hasta el pago total del precio, siempre que
se haya convenido expresamente una cláusula de
reserva de dominio entre comprador y vendedor
antes de la entrega de los bienes.

Sin perjuicio de la aplicación del artículo 1.112
del Código Civil, el vendedor podrá subrogar en su
derecho a la persona que, mediante la realización
de anticipos, financiación o asunción de la obliga-
ción, realiza la contraprestación por cuenta del deu-
dor o permite a este último adquirir derecho sobre
el objeto de la reserva de dominio o utilizarlo
cuando dicha contraprestación se destina, efectiva-
mente, a ese fin.

Entre las medidas de conservación de su dere-
cho, el vendedor o el tercero que haya financiado la

operación podrá retener la documentación acredita-
tiva de la titularidad de los bienes sobre los que se
haya pactado la reserva de dominio.

Disposición adicional primera. Régimen de
pagos en el comercio minorista.

En el ámbito de los pagos a los proveedores del
comercio que regula la Ley 7/1996, de 15 de enero,
de Ordenación del Comercio Minorista, se estará
en primer lugar a lo dispuesto por el artículo 17 de
dicha Ley, aplicándose de forma supletoria esta
Ley.

Disposición adicional segunda. Informe del Go-
bierno al Congreso de los Diputados

El Gobierno, en el plazo de dos años desde la en-
trada en vigor de la presente Ley, remitirá al Con-
greso de los Diputados un informe en el que se ana-
lizarán y evaluarán los efectos y las consecuencias
de la aplicación del contenido de la misma en rela-
ción a los plazos de pago en las operaciones comer-
ciales realizadas entre empresas y entre empresas y
Administración.

Disposición transitoria única. Contratos preexis-
tentes.

Esta Ley será de aplicación a todos los contratos
que, incluidos en su ámbito de aplicación, hayan
sido celebrados con posterioridad al 8 de agosto de
2002, en cuanto a sus efectos futuros, incluida la
aplicación del tipo de interés de demora establecido
en su artículo 7. No obstante, en cuanto a la nulidad
de las cláusulas pactadas por las causas estableci-
das en su artículo 9, la presente Ley será aplicable
a los contratos celebrados con posterioridad a su
entrada en vigor.

Disposición derogatoria única. Derogación nor-
mativa.

Quedan derogadas todas las normas de igual o
inferior rango en lo que contradigan o se opongan a
esta Ley, a excepción de aquellas que, en relación
a la determinación del plazo de pago, resulten
más beneficiosas para el acreedor.
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Disposición final primera. Modificación del
texto refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, aprobado por el
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 

El texto refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, se mo-
difica en los siguientes términos: 

Uno. El apartado 4 del artículo 99 queda re-
dactado como sigue: 

«4. La Administración tendrá la obligación de
abonar el precio dentro de los sesenta días siguien-
tes a la fecha de la expedición de las certificaciones
de obras o de los correspondientes documentos que
acrediten la realización total o parcial del contrato,
sin perjuicio del plazo especial establecido en el
apartado 4 del artículo 110, y, si se demorase, de-
berá abonar al contratista, a partir del cumplimiento
de dicho plazo de sesenta días, los intereses de de-
mora y la indemnización por los costes de cobro en
los términos previstos en la Ley por la que se esta-
blecen medidas de lucha contra la morosidad en las
operaciones comerciales.»

Dos. El apartado 4 del artículo 110 queda re-
dactado como sigue: 

«4. Excepto en los contratos de obras, que se
regirán por lo dispuesto en el artículo 147.3, den-
tro del plazo de un mes, a contar desde la fecha del
acta de recepción, deberá acordarse y ser notifi-
cada al contratista la liquidación correspondiente
del contrato y abonársele, en su caso, el saldo re-
sultante. Si se produjera demora en el pago del
saldo de liquidación, el contratista tendrá derecho
a percibir los intereses de demora y la indemniza-
ción por los costes de cobro en los términos pre-
vistos en la Ley por la que se establecen medidas
de lucha contra la morosidad en las operaciones
comerciales.» 

Tres. El apartado 4 del artículo 116 queda
redactado como sigue: 

«4. El contratista deberá abonar las facturas en
el plazo de sesenta días desde su conformidad a
las mismas. En caso de demora en el pago, el sub-
contratista o el suministrador tendrá derecho al
cobro de los intereses de demora y la indemniza-
ción por los costes de cobro en los términos previs-

tos en la Ley por la que se establecen medidas de
lucha contra la morosidad en las operaciones co-
merciales.

Tres bis. Se suprime el apartado 5 del ar-
tículo 116.

Cuatro. El apartado 3 del artículo 169 queda
redactado como sigue: 

«3. En el supuesto del artículo 167.a), el con-
tratista tendrá derecho al abono del interés de de-
mora previsto en la Ley por la que se establecen
medidas de lucha contra la morosidad en operacio-
nes comerciales de las cantidades debidas o valores
económicos convenidos, a partir del vencimiento
del plazo previsto para su entrega, así como de los
daños y perjuicios sufridos.» 

Cinco. La letra a) del apartado 2 de la disposi-
ción final primera queda redactada como sigue:

«a) Los plazos de sesenta días, cuatro meses y
ocho meses previstos en el artículo 99.»

Disposición final segunda. Modificación de la
Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del
Comercio Minorista.

La Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación
del Comercio Minorista, se modifica en los si-
guientes términos: 

Uno. Los apartados 1, 3, 4 y 5 del artículo 17
quedan redactados como sigue: 

«1. A falta de plazo expreso, se entenderá que
los comerciantes deben efectuar el pago del precio
de las mercancías que compren antes de 30 días a
partir de la fecha de su entrega.

3. Los aplazamientos de pago de productos de
alimentación frescos y de los perecederos no exce-
derán en ningún caso de treinta días. Los aplaza-
mientos de pago para los demás productos de ali-
mentación y gran consumo no excederán en ningún
caso del plazo de sesenta días, salvo pacto expreso
en el que se prevean condiciones adicionales de
las que el proveedor sea beneficiario. En ambos
casos los plazos se contarán a partir del día de la en-
trega de la mercancía.

Se entenderá por productos de alimentación
frescos y perecederos aquellos que por sus carac-
terísticas naturales conservan sus cualidades aptas
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para comercialización y consumo durante un
plazo inferior a 30 días o que precisan condicio-
nes de temperatura regulada de comercialización
y transporte. Son productos de gran consumo
aquellos fungibles de compra habitual y repetitiva
por los consumidores y que presenten alta rota-
ción.

El Gobierno determinará reglamentariamente en
el plazo de tres meses la definición de los produc-
tos a los que se refiere el párrafo anterior.

4. Con relación a los productos que no sean
frescos o perecederos ni de alimentación y gran
consumo, cuando los comerciantes acuerden con
sus proveedores aplazamientos de pago que exce-
dan de los sesenta días desde la fecha de entrega y
recepción de las mercancías, el pago deberá quedar
instrumentado en documento que lleve aparejada
acción cambiaria, con mención expresa de la fecha
de pago indicada en la factura. En el caso de apla-
zamientos superiores a noventa días este docu-
mento será endosable a la orden. En todo caso el
documento se deberá emitir o aceptar por los co-
merciantes dentro del plazo de treinta días, a contar
desde la fecha de recepción de la mercancía, siem-
pre que la factura haya sido enviada. Para la conce-
sión de aplazamientos de pago superiores a ciento
veinte días, el vendedor podrá exigir que queden
garantizados mediante aval bancario o seguro de
crédito o caución.

5. En cualquier caso, se producirá el devengo
de intereses moratorios en forma automática a
partir del día siguiente al señalado para el pago o,
en defecto de pacto, a aquel en el cual debiera
efectuarse de acuerdo con lo establecido en el
apartado 1. En esos supuestos, el tipo aplicable
para determinar la cuantía de los intereses será el
previsto en el artículo 7 de la Ley por la que se es-
tablecen medidas de lucha contra la morosidad en
las operaciones comerciales, salvo que las partes
hubieren acordado en el contrato un tipo distinto,
que en ningún caso será inferior al señalado para
el interés legal incrementado en un 50 por
ciento.»

Dos. Se añade una disposición transitoria se-
gunda con la siguiente redacción: 

«Disposición transitoria segunda. Régimen de
aplazamientos de pagos a los proveedores del co-
mercio minorista.

El plazo fijado para los productos frescos y pere-
cederos seguirá siendo el ya exigible de 30 días. La
limitación máxima de 60 días a la que se refiere el
artículo 17.3 de esta Ley se aplicará a partir del 1
de enero de 2008. Entre tanto, los aplazamientos
de pago de los productos de alimentación que no
tengan carácter de frescos ni perecederos y los pro-
ductos de gran consumo no excederán de noventa
días desde la entrega de la mercancía.»

Disposición final tercera. Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo de las competencias
que el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución
atribuye en exclusiva al Estado en materia de legis-
lación mercantil y civil. No obstante, la disposición
final primera de esta Ley se dicta al amparo del ar-
tículo 149.1.18.ª y tendrá la consideración de
norma básica, con excepción de la modificación del
artículo 169.3 del texto refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, que no
tiene este carácter de norma básica de acuerdo con
la disposición final primera de este texto legal.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Es-
tado».

Palacio del Senado, 24 de noviembre de 2004.—
El Presidente de la Comisión, Francisco Xabier
Albistur Marin.—La Secretaria 1ª de la Comisión,
Yolanda Vicente González.
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PRESIDENCIA DEL SENADO

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
191 del Reglamento del Senado, se ordena la publi-
cación en el BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENE-
RALES de los votos particulares formulados al Dic-
tamen emitido por la Comisión de Industria, Tu-
rismo y Comercio en el Proyecto de Ley por la que
se establecen medidas de lucha contra la morosidad
en las operaciones comerciales.

Palacio del Senado, 26 de noviembre de 2004.—
P. D., Manuel Cavero Gómez, Letrado Mayor del
Senado.

NÚM. 1
Del Grupo Parlamentario de Se-
nadores de Coalición Canaria
(GPCC)

El Grupo Parlamentario de Senadores de Coali-
ción Canaria (GPCC), al amparo de lo previsto en
el artículo 117 del Reglamento del Senado, desea
mantener como votos particulares al texto del Pro-
yecto de Ley por la que se establecen medidas de
lucha contra la morosidad en las operaciones co-
merciales, para su defensa ante el Pleno, las en-
miendas números 14 a 18.

Palacio del Senado, 24 de noviembre de 2004.—
El Portavoz, José Mendoza Cabrera.

NÚM. 2
Del Grupo Parlamentario de Se-
nadores Nacionalistas Vascos
(GPSNV)

El Grupo Parlamentario de Senadores Naciona-
listas Vascos (GPSNV), al amparo de lo dispuesto
en el artículo 117.3 del vigente Reglamento de la
Cámara, presenta los siguientes votos particulares
al Proyecto de Ley por la que se establecen medi-

das de lucha contra la morosidad en las operaciones
comerciales, para su defensa ante el Pleno del Se-
nado:

Las enmiendas números 19 a 20, ambas inclu-
sive.

Lo que comunica a los efectos oportunos.

Palacio del Senado, 24 de noviembre de 2004.—
El Portavoz, Joseba Zubia Atxaerandio.

NÚM. 3
Del Grupo Parlamentario Entesa
Catalana de Progrés (GPECP)

Ramon Aleu i Jornet, Portavoz Adjunto del
Grupo Entesa Catalana de Progrés en el Senado
(GPECP), al amparo de lo establecido en el artículo
117.2 del Reglamento de la Cámara, formula me-
diante este escrito un voto particular al Dictamen
de la Comisión sobre el Proyecto de Ley por la que
se establecen medidas de lucha contra la morosidad
en las operaciones comerciales.

En cumplimiento del artículo 117.3 anuncia el
propósito de defender ante el Pleno del Senado este
voto particular, solicitando la vuelta al texto remi-
tido por el Congreso, oponiéndose a las modifica-
ciones introducidas por las siguientes enmiendas:
4, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 55, 56.

Palacio del Senado, 24 de noviembre de 2004.—
El Portavoz, Ramon Aleu i Jornet.

NÚM. 4
Del Grupo Parlamentario Mixto
(GPMX)

El Grupo Parlamentario Mixto (GPMX), al am-
paro de lo previsto en el artículo 117 del Regla-
mento del Senado, desea mantener como votos par-
ticulares al texto del Proyecto de Ley por la que se
establecen medidas de lucha contra la morosidad
en las operaciones comerciales, para su defensa

VOTOS PARTICULARES
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ante el Pleno, las enmiendas números 1 a 13, ambas
inclusive, excepto la número 4.

Palacio del Senado, 24 de noviembre de 2004.—
La Portavoz, Isabel López Aulestia.

NÚM. 5
Del Grupo Parlamentario Socia-
lista (GPS)

Joan Lerma Blasco, Portavoz del Grupo Parla-
mentario Socialista, al amparo de lo establecido en
el artículo 117.2 del Reglamento de la Cámara, for-
mula mediante este escrito un voto particular al
Dictamen de la Comisión sobre el Proyecto de Ley
por la que se establecen medidas de lucha contra la
morosidad en las operaciones comerciales.

En cumplimiento del artículo 117.3 anuncia el
propósito de defender ante el Pleno del Senado este
voto particular, solicitando la vuelta al texto remi-
tido por el Congreso, oponiéndose a las modifica-
ciones introducidas al artículo 3 (enmiendas 21 y
22 del GPP); artículo 8 (enmiendas 4, G. P. Mixto,
y 23, del GPP); artículo 9 (enmiendas 24 y 25, del
GPP); Disposición Final Primera (enmiendas 27,
del GPP, y 55, de CIU), y Disposición Final Se-
gunda.Dos (enmiendas 56, de CIU, y 26, del GPP).

Palacio del Senado, 25 de noviembre de 2004.—
El Portavoz, Joan Lerma Blasco.

NÚM. 6
Del Grupo Parlamentario Cata-
lán en el Senado de Convergència
i Unió (GPCIU)

El Grupo Parlamentario de Convergencia i Unió
(GPCIU), al amparo de lo establecido en el artículo
117 del Reglamento del Senado, desea mantener
como votos particulares al texto del Proyecto de
Ley por el que se establecen medidas de lucha con-
tra la morosidad en las operaciones comerciales, las
enmiendas números 46, 47, 49, 50, 51, 52 53, 58,
59, 60 y 61.

Palacio del Senado, 25 de noviembre de 2004.—
El Portavoz, Pere Macias i Arau.

NÚM. 7
Del Grupo Parlamentario Popu-
lar en el Senado (GPP)

El Grupo Parlamentario Popular en el Senado
(GPP), al amparo de lo previsto en el artículo 117
del Reglamento del Senado, desea mantener como
voto particular al texto del Proyecto de Ley por la
que se establecen medidas de lucha contra la moro-
sidad en las operaciones comerciales, para su de-
fensa ante el Pleno, la enmienda número 28.

Palacio del Senado, 25 de noviembre de 2004.—
El Portavoz, Pío García-Escudero Márquez.
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